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			PARTE UNO

			No más pobres en un país rico

			(enero de 2019 - abril de 2021)

			El sábado 26 de enero de 2019, en el Centro Internacional de Negocios de Huancayo, por iniciativa del gobernador regional de Junín y líder absoluto de Perú Libre, Vladimir Cerrón, se llevó a cabo el I Encuentro Nacional de Organizaciones de Izquierda «Voces del Cambio». Los líderes de izquierda convocados por Cerrón fueron Verónika Mendoza, líder del Movimiento Nuevo Perú; Zenón Cuevas, exgobernador regional de Moquegua y líder del Frente de Integración Regional (Firme)1; Richard Huacoto, secretario general del Movimiento de Integración por el Desarrollo Regional (Mi Región), quien asistió en representación de Walter Aduviri, exgobernador regional de Puno2; Gregorio Santos, exgobernador regional de Cajamarca y líder del Movimiento de Afirmación Social (MAS)3; y Luis Villanueva, secretario general del Partido Comunista Peruano (PCP). Juntos por el Perú y Frente Amplio también fueron invitados, pero sus representantes prefirieron no asistir.

			El Manifiesto de Huancayo, un documento firmado por todos los líderes de izquierda, dejó muy en claro el propósito del encuentro: «Empezar a dialogar y sentar las bases de un proyecto [...] que le ofrezca al país una alternativa política». Las elecciones parlamentarias extraordinarias de 2020 estaban a la vuelta de la esquina y tampoco faltaba mucho para las elecciones generales de 2021. El tiempo y la falta de presupuesto hicieron que varios movimientos de izquierda, que no lograron inscribirse en el Registro de Organizaciones Políticas (ROP) del Jurado Nacional de Elecciones (JNE), se unieran a Perú Libre. Vladimir Cerrón y Verónika Mendoza no se llevaban bien. Para Mendoza y muchos otros líderes de izquierda, Cerrón era un tirano con discursos abiertamente homofóbicos, xenofóbicos y misóginos dispuesto a unirse con quien fuera con tal de satisfacer sus intereses. Para Cerrón, Mendoza lideraba una izquierda superficial enfocada en «banalidades» como los derechos de las minorías y el ambientalismo. A pesar de las enormes diferencias, Cerrón y Mendoza se unieron para participar en las elecciones. Ella necesitaba la inscripción y él que alguien lo ayudara a llevar a Perú Libre a Lima. En Nuevo Perú, la militancia protestó, pero Mendoza supo controlarlo.

			Algunos meses después del encuentro de las izquierdas, en agosto de 2019, el Quinto Juzgado Especializado en Delitos de Corrupción de Funcionarios condenó a Cerrón a cuatro años y ocho meses de prisión efectiva por haber cometido delitos contra la administración pública, en calidad de negociación incompatible o aprovechamiento del cargo. Además de inhabilitarlo por un año, el Poder Judicial lo obligó a pagar una reparación civil de ochocientos cincuenta mil soles de forma compartida con sus coprocesados. Para el Ministerio Público, está más que comprobado que Cerrón y sus cómplices, tres exfuncionarios del Gobierno regional de Junín del período 2011-2014, intervinieron en la obra Mejoramiento y Ampliación del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de la ciudad de La Oroya para favorecer al Consorcio Altiplano. La condena obligó a Cerrón a dejar el Gobierno regional en manos de Fernando Orihuela Rojas, un perulibrista de su absoluta confianza. Cuando la sentencia se hizo pública, Cerrón desapareció. Estuvo como no habido por dieciséis horas.

			Al día siguiente, acompañado de una pequeña portátil que le cubrió el rostro para que las cámaras de los medios no lo enfocaran, Cerrón se acercó a la sede de la Corte Superior de Justicia de Huancayo y se entregó. La Policía lo arrestó y lo trasladó al penal de Huamancaca Chico, distrito ubicado en la provincia de Chupaca, en pleno valle del Mantaro. Para su buena suerte, dos meses después, los jueces de la Sala Penal de Apelaciones Transitoria Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios de la Corte Superior de Justicia de Junín evaluaron su apelación y confirmaron su sentencia, pero cambiaron su prisión efectiva por una suspendida. Desde que dejó la prisión, Cerrón se dedicó de manera exclusiva a juntar el dinero para el pago de su reparación civil y retomar la alianza de las izquierdas con vistas a las elecciones, pero para entonces las cosas habían cambiado.

			En Nuevo Perú, la militancia y el círculo más cercano de Verónika Mendoza, como las excongresistas Marisa Glave e Indira Huilca, renunciaron en señal de rechazo por el pacto con Cerrón. Una cosa era tolerar opiniones desafortunadas y otra, muy distinta, asumir los pasivos de un condenado por delitos de corrupción. Las renuncias y los enfrentamientos duraron varias semanas; aun así, Mendoza priorizó el pacto cerronista al que también se había sumado Juntos por el Perú, liderado por Roberto Sánchez. Al final, por problemas con la inscripción —en declaraciones para La República, la entonces personera legal de Perú Libre, Ana Córdova, explicó que no pudieron subsanar las observaciones del JNE debido a que los plazos fueron muy cortos—, la alianza se quemó en la puerta del horno. Los resultados de Perú Libre, Juntos por el Perú y Nuevo Perú en las elecciones de 2020 fueron un rotundo fracaso. Ninguno pudo superar la valla electoral.

			Tras la derrota, las izquierdas se dividieron. Verónika Mendoza se convirtió en la candidata presidencial de Juntos por el Perú. Vladimir Cerrón, impedido de postular, decidió formar una nueva alianza de izquierdas regionales y anunció que Perú Libre postularía de la mano de Democracia Directa, partido relacionado a la Asociación Nacional de Fonavistas de los Pueblos del Perú (ANFPP) y presidido por el abogado Andrés Alcántara. En declaraciones a los medios, dijo que la alianza era un hecho, que se llamaría Nueva Constitución y que Alcántara sería el candidato presidencial, pero esto nunca sucedió.

			Cerrón es un líder político que considera que cualquier alianza de la que Perú Libre forme parte solo puede ser liderada por dos personas: por él o por alguien que, además de contar con su confianza, siga sus indicaciones al pie de la letra. Cuando la alianza con Democracia Directa fracasó, decidió que Perú Libre postularía con su propia plancha y para ello consultó con su círculo más cercano, conformado por Róger Najar, militante de Perú Libre y amigo cercano; Guido Bellido, candidato al Congreso de Perú Libre por la región Cusco; su hermano Waldemar Cerrón, candidato al Congreso de Perú Libre por la región Junín; y Guillermo Bermejo, candidato al Congreso de Perú Libre por la región Lima.

			En una de sus reuniones, Cerrón recordó que, además de Democracia Directa, la segunda alianza de las izquierdas convocó a un facción del magisterio liderada por Pedro Castillo, un profesor recordado en todo el país y más aún en los círculos de izquierda por haber liderado una movilización en 2017 de más de trescientos mil docentes afiliados al SUTEP. A pesar de no conocer a nadie, Castillo supo llegar a la bancada de Fuerza Popular y puso al Gobierno de Pedro Pablo Kuczynski de cabeza por un buen rato. Para Cerrón y su círculo, Castillo tenía todo lo que se necesitaba para ser el candidato de Perú Libre. Era un padre de familia tradicional, maestro rural, rondero, campesino y sindicalista. Su esposa, Lilia Paredes, también era maestra rural. Castillo fue investigado debido a que el Ministerio del Interior lo denunció por haber formado parte de una supuesta organización criminal, junto con un grupo de maestros, por haber participado en la huelga docente de 2017, pero la Primera Fiscalía Supraprovincial Corporativa contra la Criminalidad Organizada de Lima mandó todo al archivo. No tenía mucha experiencia política: en 2002, postuló sin éxito a la alcaldía distrital de Anguía, provincia de Chota, región Cajamarca, con Perú Posible, pero ese no era ningún impedimento.

			Cerrón contó que, en 2017, Pedro Castillo tocó las puertas de Perú Libre, pero no llegaron a ningún acuerdo. En la campaña de 2020, Castillo volvió a acercarse al partido y fue más directo: pidió ser candidato al Congreso por la región Cajamarca. Cerrón, en duda por lo que pudiera pasar con la alianza de las izquierdas, le pidió que se sumara, pero cuando esta fracasó y su círculo más cercano le dio su visto bueno, le comentó los detalles de su condena y le propuso que liderara la plancha presidencial. Al principio, Castillo pensó en rechazar la oferta. No se sentía preparado y temía no obtener los resultados esperados. Para convencerlo, Cerrón le dijo que las circunstancias iban a jugar a favor de su candidatura: «El pasto está seco, la chispa es el partido y el viento es la pandemia».4

			El 30 de septiembre de 2020, el último día de inscripción de las candidaturas presidenciales para las elecciones generales de 2021, Pedro Castillo fue inscrito como militante y candidato presidencial de Perú Libre. En la primera vicepresidencia lo acompañó Dina Boluarte, abogada apurimeña y secretaria de Economía de Perú Libre. Boluarte y el líder de Perú Libre se conocían desde hacía muchos años, pero cuando se ofreció a liderar la recaudación del dinero para el pago de su reparación civil, se ganó la confianza de Cerrón, quien, a pesar de su impedimento para postular, acompañó a Castillo en la segunda vicepresidencia.

			En diciembre de 2020, cuando la campaña había iniciado y estaban recorriendo el sur del país, el Jurado Electoral Especial de Lima Centro 1 declaró la improcedencia de la candidatura de Vladimir Cerrón debido a su sentencia judicial. La noticia no sorprendió a nadie. Como se esperaba, la exclusión no afectó en absoluto la plancha presidencial. Castillo y Boluarte, quienes se conocieron el día en que se inscribieron como candidatos, continuaron viajando por el Perú y Cerrón los acompañó como jefe de campaña. Lo único que tenían que hacer, explicó Cerrón, era estudiar el ideario de Perú Libre, un documento elaborado íntegramente por él que contenía todas las promesas de campaña. Además del ideario, Cerrón se encargó de renovar el logotipo de Perú Libre —la burbuja de texto de color rojo, que se asemejaba a la bandera de China, fue reemplazada por un lápiz que, según él, simbolizaba la lucha de un maestro por la educación—; y la imagen del propio Castillo. Todos los candidatos de Perú Libre, sin distinción, utilizaron una camisa blanca con puños rojos; sin embargo, por tratarse del candidato a la presidencia, el más importante de todos, Cerrón le dijo que utilizara un sombrero de palma, oriundo de la ciudad de Bambamarca, en la región Cajamarca. Cerrón también le recordó, al inicio de cada mitin, el eslogan de la campaña, «No más pobres en un país rico», frase que había utilizado él mismo en su candidatura a la presidencia de 2016.

			Hay distintas hipótesis de lo que llevó a Castillo a la segunda vuelta junto con Keiko Fujimori, excongresista y tres veces candidata a la presidencia de Fuerza Popular. Sin embargo, por contradictorio que pueda parecer, la más lógica podría ser el azar.5 A diferencia de otras campañas, en las que dos o tres candidatos lideraron las encuestas de manera progresiva hasta que dos pasaron a la segunda vuelta, en la de 2021 hubo un carrusel de hasta seis candidaturas que apenas llegaron a los dos dígitos de intención de voto, y que intercambiaron el primer lugar de las encuestas. Cuando esto sucedía, cuando un candidato se ubicaba en el primer lugar, la diferencia con el resto era tan pequeña que, debido a los cuestionamientos de los medios de comunicación y a los ataques de los equipos de contracampaña, el candidato era rápidamente reemplazado por otro y el ciclo se repetía de inmediato. En las doce semanas previas a la primera vuelta, el primer lugar de las encuestas fue ocupado, respectivamente, por George Forsyth (Victoria Nacional); Yohny Lescano (Acción Popular); Rafael López Aliaga (Renovación Popular); Hernando de Soto (Avanza País); y Keiko Fujimori (Fuerza Popular). Algunos días antes de la votación, cuando casi todos los favoritos habían intercambiado el primer lugar en las encuestas, llegó el turno de Pedro Castillo. Sin embargo, cuando los medios y los equipos de contracampaña intentaron hacer lo suyo, ya era demasiado tarde. Con el 15,38 % 
(2 724 752 votos), Castillo pasó a la segunda vuelta con Keiko Fujimori, quien obtuvo el 10,90 % (1 930 762 votos).

			Un incidente que retrató con precisión lo poco que se esperaba que Pedro Castillo ocupara el primer lugar se dio en la transmisión de los resultados de boca de urna en CNN en Español, con información de Ipsos y América Televisión. El medio internacional utilizó las imágenes de apoyo de Keiko Fujimori y Hernando de Soto, candidatos que ocuparon el segundo y el tercer lugar, respectivamente, pero para el primer lugar, ocupado por Castillo, colocaron una silueta de color negro. Nadie sabía quién era, pero lo conocerían muy pronto.

			La tercera parecía ser la vencida

			(abril de 2021 - junio de 2021)

			El 23 de abril, cuando Castillo llevaba semanas enfrentando los cuestionamientos por el ideario cerronista y por los supuestos vínculos de algunos virtuales congresistas perulibristas con el terrorismo6, el directorio de América Televisión publicó un comunicado donde informaba que habían iniciado un proceso de selección para encontrar a un nuevo director periodístico que reemplazara a Clara Elvira Ospina, un personaje clave en la derrota de Keiko Fujimori en las elecciones de 2016. El Grupo La República, integrante del directorio de América Televisión que no tardó en recordar el episodio de Las reinas del pop de 20117, informó a la opinión pública que votó en contra de la salida de Ospina y que nadie sustentó debidamente las razones detrás de la medida. Días después, el presidente del Directorio del Grupo, Gustavo Mohme, se encargó personalmente de contar la historia completa.8 El martes 20 de abril, Ospina se reunió en privado con Fujimori, como pensaba hacerlo con Castillo, para indicarle que el canal no iba a tomar partido por ninguna candidatura, pero iba a cubrir sus actividades y mensajes de campaña por todo el país. Curiosamente, dos horas después del encuentro, el directorio de América Televisión anunció su salida y convocó a un segundo directorio con la finalidad de encontrar a un nuevo director periodístico. Los nombres que se vocearon al principio fueron los de Jaime de Althaus y Cecilia Valenzuela, periodistas que respaldaron públicamente la candidatura de Keiko Fujimori. Valenzuela, como directora de Perú21, entonces del Grupo El Comercio, dijo: «[…] no puedo ser neutral frente a una amenaza comunista. Es una amenaza clarísima y nosotros, por lo menos en Perú21, lo tenemos claro y estamos plantados al frente».9 Finalmente, el elegido fue Gilberto Hume: cofundador de Canal N y Willax Televisión que, en su primer mes, despidió a dos productores periodísticos y aceptó la renuncia de ocho integrantes de Cuarto Poder y de América Noticias Edición Central que no aceptaron hacer campaña a favor de Fujimori y en contra de Castillo.

			Si bien es cierto que, en la primera vuelta, algunas candidaturas recibieron mayor cobertura que otras —de acuerdo a un estudio de la PUCP, del 1 de enero al 11 de abril de 2021, López Aliaga fue entrevistado 38 veces en Willax Televisión, y Lescano y Forsyth fueron entrevistados, respectivamente, 23 y 21 veces en Latina Televisión, y 17 y 13 veces en Canal N—, en la segunda la mayoría de medios buscó favorecer a Fujimori y perjudicar a Castillo a como diera lugar. En su informe final, la Misión de Expertos Electorales de la Unión Europea que observó las elecciones en el Perú, describe el papel de los medios de la siguiente manera:

			La mayoría de los medios de comunicación privados de Lima realizaron una cobertura informativa claramente sesgada a favor de FP y Fujimori y en detrimento de Castillo y PL, contraria a los códigos de ética periodística, la legislación nacional y los compromisos internacionales sobre medios de comunicación. Esto privó a los votantes de recibir una información veraz y equilibrada. Así, la mayoría de los medios de comunicación privados difundieron un mensaje común de miedo, a menudo sin distinguir información de opinión, basado en denuncias de que un hipotético Gobierno de PL pondría en riesgo la democracia y las libertades y crearía inestabilidad social y económica en el país. Si bien los medios de comunicación privados son libres de adoptar posiciones editoriales, estas deben distinguirse claramente de la cobertura informativa, la cual debe estar siempre regida por los principios de objetividad e imparcialidad, especialmente en un contexto electoral. Desinformación y constantes acusaciones de supuestos vínculos de Castillo y algunos miembros de su equipo de campaña con el disuelto grupo terrorista Sendero Luminoso fueron también difundidas en horario de máxima audiencia por comentaristas y analistas políticos en algunos canales de televisión nacionales, sin dar espacio a opiniones discrepantes. También se observó la difusión de mensajes a favor del fujimorismo y la exhibición de simbología de FP por parte de presentadores y participantes en programas de televisión de entretenimiento.10

			La Asociación Nacional de Periodistas (ANP), la Asociación Civil Transparencia (ACT), la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos (CNDDHH), el Tribunal de Honor del Jurado Nacional de Elecciones (JNE) y el Tribunal de Ética del Consejo de la Prensa Peruana (CPP) se pronunciaron en reiteradas ocasiones e invocaron a los medios a realizar coberturas imparciales y respetuosas para con el público, pero no fueron escuchados. Los medios favorecieron a Keiko Fujimori y a Fuerza Popular al punto de incluirla en la pauta de programas de espectáculos como Esto es guerra, El reventonazo de la Chola Chabuca, Porque hoy es sábado con Andrés y Magaly TV. Por su parte, Pedro Castillo y Perú Libre aprovecharon la parcialización de los medios para negarse a dar entrevistas y difundir mensajes de odio que no tardaron en ocasionar agresiones físicas contra los periodistas que cubrían sus actividades. En un mitin en Huamanga, Ayacucho, Castillo dijo que revelaría los sueldos de los periodistas que criticaban a Perú Libre y los simpatizantes persiguieron y golpearon a un camarógrafo y a una reportera de Canal N.11

			A fines de abril, a pesar de la agresiva e interminable campaña mediática contra Castillo y Perú Libre, la distancia que separaba a ambas candidaturas seguía siendo abismal y los votos en blanco estaban por superar a Fujimori. De acuerdo a una encuesta del Instituto de Estudios Peruanos (IEP) publicada en La República el domingo 25 de abril, Castillo tenía el 41,5 % de intención de voto, Fujimori el 21,5 % y los votos en blanco y nulos el 21,2 %. El 28 de abril, desde Aguaytía, Ucayali, con la intención de revertir los números, Keiko le envió un mensaje a Castillo a través de los medios. Dijo que esperaba que cumpliera con su palabra de presentar un nuevo plan de gobierno —debido a la avalancha de críticas al ideario perulibrista, el documento se volvió indefendible y Castillo prometió presentar uno nuevo—, y dar a conocer a su equipo técnico —a diferencia de Fuerza Popular, Perú Libre no había presentado ni un solo integrante de su equipo técnico y se excusaron con que no lo hacían para protegerlos de falsas acusaciones de terrorismo—. De igual manera, Keiko le pidió que no huyera de los debates que iban a ser organizados por el JNE.

			Ese mismo día, Castillo pisó el palito. Desde Tumbes, dijo que no temía debatir con ella y que, si quería, podían hacerlo en cualquier plaza de armas, aunque lo ideal sería que el primero fuera en la localidad de Puña, distrito de Tacabamba, provincia de Chota, región Cajamarca, su tierra natal. Castillo envió su respuesta pensando que no sería tomada en serio, pero Fujimori, que ansiaba revertir cuanto antes los veinte puntos de diferencia en las encuestas, aceptó sus condiciones y planteó que el debate se realizara el domingo 2 de mayo a las ocho de la noche.

			El equipo perulibrista entró en crisis. No sabían qué hacer o qué decir para evitar o posponer el encuentro. Al principio, pensaron en internar a Castillo en una clínica por supuestos problemas respiratorios y, aunque lo intentaron, terminaron por cambiar la fecha para el sábado 1 de mayo a la una de la tarde y esperar un milagro. Más que un debate el encuentro fue un mitin compartido y dividido en seis bloques: pandemia, educación, economía, inseguridad ciudadana, lucha anticorrupción y un mensaje final. Fujimori aprovechó cada oportunidad que tuvo para arrinconar a Castillo. Lo criticó por huir de los debates; le recordó las obras inconclusas de la gestión de Vladimir Cerrón en el Gobierno regional de Junín; le dijo que, si realmente quería luchar contra la corrupción como decía, tenía que empezar por casa e ir a Junín a dar la cara por los daños ocasionados por Perú Libre. Castillo respondió en algunas ocasiones. Su mejor momento fue cuando le dijo a Fujimori que, para ser candidato presidencial de Perú Libre, había pedido permiso en su trabajo mientras que ella, para ser candidata de Fuerza Popular, lo había pedido en el Poder Judicial. Aun así, Keiko le llevó la delantera en todo momento. Ninguno reparó en los detalles de sus propuestas y Fujimori cometió un grave error al decir, en reiteradas oportunidades, que había tenido que ir «hasta allí» para debatir con Castillo; no obstante, la imagen que se llevó la ciudadanía fue la de una candidata experimentada que competía contra un advenedizo. De acuerdo a una encuesta de Ipsos para América Televisión, publicada esa misma noche en Cuarto Poder, el 43 % pensaba votar por Castillo y el 34 % por Fujimori. En cuestión de días, la distancia de veinte puntos se redujo a diez.

			El 17 de abril, en redes sociales, se viralizó un fragmento de la participación de Vladimir Cerrón en un conversatorio virtual sobre Ernesto «Che» Guevara de octubre de 2021. En el evento, moderado por Guido Bellido, también participaron el economista Jan Lust y el poeta Hildebrando Pérez. Lo que causó controversia fue que Cerrón habló sobre la necesidad de que la izquierda se quedara en el poder de manera indefinida: «Veamos a la luz lo que pasó con Correa: dejó el Gobierno a Lenin Moreno, lo traicionó, hizo un plebiscito por el cual Rafael Correa ya no puede reelegirse y encima lo sentenció. ¿Cuál es el mensaje? Que la derecha va a quedarse en el poder. Entonces, ¿cuál es el mensaje que tiene que aprender la izquierda? Que la izquierda en el poder también tiene que ir a quedarse [...]. Y eso es lo que ha hecho Venezuela».

			Esta no era la primera vez que Castillo se metía en problemas por las declaraciones del secretario general de su partido; sin embargo, debido al calibre de las mismas y al momento en el que se dieron —la caída de Perú Libre en las encuestas—, Castillo hizo algo que no había hecho hasta entonces: deslindar públicamente de Vladimir Cerrón. En Exitosa, cuando le preguntaron por el ideario cerronista, dijo: «Nosotros hemos trabajado un programa de gobierno. Más allá de lo que diga o deje de decir Cerrón, el que va a gobernar soy yo. Es Pedro Castillo». Esa misma noche, Cerrón respondió en sus redes: «La única persona que gobernará al país durante los próximos cinco años será Pedro Castillo y no mi persona. Uno se encarga del Gobierno y yo del partido».

			Se suponía que el mensaje calmaría las aguas y que Cerrón sería más cuidadoso con sus declaraciones, pero esto no sucedió. Días después, Cerrón se mostró a favor de la idea de cerrar el Congreso. Debido a estas nuevas declaraciones, Castillo hizo lo que pudo en Canal N: «El señor Cerrón no tiene nada que ver acá con esta lucha. Esta lucha la hace el pueblo al margen de otras actitudes». Cuando no generaba controversia por sus declaraciones, Cerrón desautorizaba a Castillo pronunciándose sobre temas que le correspondían única y exclusivamente al candidato presidencial. En sus redes, contó que se había comunicado con el científico Modesto Montoya para que se sumara al equipo técnico de Perú Libre. Con la intención de hacer control de daños, Montoya precisó que Cerrón lo había llamado a pedido de Castillo y que esperaba reunirse con él por ser el candidato. Poco después, el economista Kurt Burneo contó que había conversado con Castillo sobre la posibilidad de sumarse al equipo técnico, pero que había puesto como condición que deslindara públicamente de Cerrón. Esto lo enfureció y ocasionó que volviera a dejar sin piso a Castillo asegurando que nadie en Perú Libre lo necesitaba. Por enésima vez, el candidato presidencial intentó deslindar de su líder: «En lo que tiene que meterse el señor Cerrón es en las funciones que tiene como secretario del partido». Desesperado por las reincidencias, Castillo dejó una frase para el recuerdo: «El señor Cerrón está impedido judicialmente y no lo van a ver ni siquiera de portero en ninguna de las instituciones del Estado». No es muy difícil entender por qué casi nadie creyó en el supuesto distanciamiento

			El 5 de mayo, en el Club Departamental Apurímac, presidido por Dina Boluarte, Perú Libre, Nuevo Perú y Juntos por el Perú firmaron «Por la refundación de nuestra patria con soberanía, justicia e igualdad», el primer acuerdo político entre un candidato de la primera vuelta con uno de la segunda. En la ceremonia, Verónika Mendoza —criticada por expresar su respaldo a Perú Libre cuando no habían moderado su discurso— dijo que tenían toda la voluntad de trabajar de la mano de Pedro Castillo en un eventual Gobierno suyo para salir de la crisis económica y sanitaria, pero, sobre todo, para «ponerle un freno a la mafia, al autoritarismo, a la muerte, al retorno de los noventas donde derrumbaron la democracia, se saqueó, se remató riquezas, se despidieron a miles de trabajadores y se esterilizaron a mujeres campesinas». En ningún momento mencionó a Keiko Fujimori o a Fuerza Popular, pero quedó más que claro que se refería a ellos.

			A la interna, Cerrón le restó importancia al encuentro de las izquierdas. Dijo que lo único que buscaba Perú Libre era dar un mensaje de cambio y moderación, pero que de ninguna manera trabajarían juntos. En sus propias palabras, «con los caviares ni a la esquina». Más adelante, Castillo firmó el «Compromiso con el pueblo peruano», un documento con diez promesas que rememoraba la «Hoja de ruta» de Ollanta Humala, donde se comprometía a acabar con la pandemia y a conseguir vacunas; a priorizar la ciencia en las decisiones de su Gobierno; a convocar a una Asamblea Constituyente dentro del marco jurídico vigente; a dejar el cargo el 28 de julio de 2026; a no obstaculizar el trabajo de la justicia; a respetar la libertad de expresión, las minorías y los derechos humanos; a atender a los pueblos indígenas; a luchar contra la delincuencia y la corrupción; a cumplir con sus promesas de transformación social; y a no cerrar el Tribunal Constitucional, la Defensoría del Pueblo ni cualquier otra institución reguladora del Estado.

			Por el otro lado, Keiko Fujimori recibió el respaldo de la gran mayoría de candidatos de la primera vuelta. Rafael López Aliaga, quien había asegurado que votaría por Castillo por ser maestro y provida y profamilia como él, cambió de opinión a los pocos días, confirmó que votaría por Fuerza Popular, un partido al que había vinculado con la corrupción durante la campaña, y anunció el inicio de una gira por todo el país para enseñarle a la gente el peligro que representaba Perú Libre. A diferencia de López Aliaga, Hernando de Soto tardó en pronunciarse y cuando lo hizo dijo que se había reunido con Pedro Castillo para compartirle su preocupación por su plan de gobierno. Esto causó indignación en los partidos de derecha y los medios aliados que no tardaron en vincular a De Soto con el terrorismo, recordando su aparición pública con Jorge Paredes Terry, exmiembro del equipo de Avanza País y luego asociado a los etnocaceristas de Antauro Humala, por lo que terminó cambiando de opinión y anunciando que votaría por Keiko Fujimori a pesar de no respaldar, tampoco, su plan de gobierno. En el caso de César Acuña, después de confirmar que votaría por el fujimorismo, su partido organizó una ceremonia pública, transmitida en vivo y en directo por todos los medios, en la que estrechó la mano de Keiko y se colocó la camiseta de la selección peruana de fútbol, un símbolo apropiado por Fuerza Popular para que las personas pudieran respaldarlos sin la necesidad de mencionarlos. En Canal N, el publicista Robby Raltson admitió ser el creador del «Movimiento cívico por mi familia», una campaña publicitaria que, según él, no fue financiada por nadie y buscó convencer a los indecisos de votar por Keiko Fujimori con la premisa de que, al hacerlo, más que ayudar a Fuerza Popular, salvaban al país de Perú Libre. Según Raltson, la campaña tuvo tres objetivos: que la gente se sintiera cómoda y segura haciendo campaña por Fuerza Popular sin la necesidad de mencionar a Keiko Fujimori; que, en lugar de la lógica, la gente apelera al sentimiento al apoyar al fujimorismo; y que se priorizara el concepto del amor a la familia. Con la camiseta rojiblanca, se buscaba enviar un mensaje sencillo: no lo hacemos por Keiko ni por su partido, sino por amor a nuestras familias y para proteger a nuestro país del comunismo.12

			Como en cualquier otra campaña, Pedro Castillo y Keiko Fujimori buscaron conmover a la ciudadanía para que votara por ellos, pero, mientras que Fuerza Popular enviaba mensajes de amor, Perú Libre recurría a la ira. En un video, la candidata se dirigió a la gente diciendo que imaginaba que estaban preocupados por las encuestas —que seguían colocando a Castillo en el primer lugar—, pero que, en lugar de cuestionar a las encuestadoras, comprendieran que la amenaza era real y que ella sola no podría revertir nada. Si no se hacía algo, según Keiko, el comunismo, ilustrado con una imagen de Castillo y Evo Morales y otra de Morales con Nicolás Maduro, llegaría al poder para quedarse indefinidamente. Por fortuna, no todo estaba perdido. Así como la selección peruana había salido del fondo de la tabla en las eliminatorias al Mundial Rusia 2018 y había clasificado en el último minuto, Fuerza Popular era capaz de voltearle el partido a Perú Libre con un solo voto. «O nos unimos o nos hundimos» y «No se trata de mí o de ti, se trata del Perú de nuestros hijos» fueron algunas frases que remarcó en una campaña donde, por cierto, el nombre de Keiko Fujimori se redujo a Fujimori. Los tiempos del albertismo habían vuelto.

			Por otro lado, Perú Libre difundió un video en el que una joven furiosa, al borde de las lágrimas, se dirigía a los asistentes de una movilización ficticia y denunciaba que, para los grupos de poder, la libertad y la democracia —términos utilizados hasta el cansancio por Fuerza Popular— significaban que los ricos no pagaran impuestos o que las grandes empresas cobraran intereses impagables en medio de la pandemia. La verdadera libertad y democracia, según la adolescente anónima, era que cualquier enfermo, sin importar su clase social, accediera a los medicamentos que necesitaba o que un niño de Villa El Salvador recibiera la misma educación que uno de Miraflores. Al final de su intervención, la adolescente gritaba con todas sus fuerzas: «¡Fujimori nunca más!».

			Otra muestra de afecto que buscó conmover a la ciudadanía se dio en el reencuentro de los hermanos Keiko y Kenji Fujimori. Tras el debate en Chota, Castillo, demostrando que no había aprendido la lección, intentó ridiculizar a Fujimori asegurando que, si quería volver a debatir, podían hacerlo, pero en el penal Santa Mónica. En octubre de 2018, debido a un pedido de prisión preventiva presentado por el fiscal del Equipo Especial Lava Jato, José Domingo Pérez, quien le imputaba ser la líder de una presunta organización criminal dedicada al lavado de activos provenientes de la constructora Odebrecht, Keiko Fujimori fue recluida en este penal y salió en libertad trece meses después. De la misma manera que ocurrió con el debate en Chota, Fujimori aceptó las condiciones y lamentó los comentarios irrespetuosos de Castillo para con las internas de Santa Mónica. A pesar de que la Dirección General de Gobierno Interior emitió una resolución advirtiendo que no existían garantías para realizar un debate en los exteriores del penal —a pedido de Fuerza Popular— y que aquellos que incumplieran lo dispuesto serían sancionados, el partido de Keiko Fujimori ignoró la resolución. Llegado el día, 15 de mayo, instalaron un estrado metálico, decorado con telas rojiblancas, y convocaron a todos los medios de comunicación para que lo transmitieran en vivo.

			En RPP Noticias, Dina Boluarte descartó que Pedro Castillo fuera a participar ya que Perú Libre había decidido respetar la resolución del Ministerio del Interior e iría al Emporio Comercial de Gamarra a continuar su campaña. A pesar de que el anuncio se hizo con anticipación, Fuerza Popular continuó con el encuentro y Keiko Fujimori esperó sentada a Castillo por casi cuarenta minutos desde las tres de la tarde. El mensaje fue bastante claro: el candidato de Perú Libre se había escapado de un debate propuesto por él mismo. Exactamente a las 3:41 p. m., el moderador del debate, Gonzalo Iwasaki —entonces presentador de noticias de Willax Televisión— dio por cancelado el evento y se retiró. Keiko Fujimori dio inicio a su mitin llamando mentiroso a Castillo: «Lamentablemente, el candidato Castillo, quien propuso este debate, no cumplió con su palabra». Mientras el público bailaba y cantaba al ritmo de la canción de campaña de Fuerza Popular, Fujimori criticó duramente a Perú Libre, recordó sus supuestos vínculos con el terrorismo, cuestionó sus propuestas más radicales y aseguró que la mejor manera de frenarlos era votando por el fujimorismo. En medio de su mensaje, contó que estaba muy contenta por el reencuentro que había tenido con su hermano Kenji, quien fuera separado del Congreso por su propio partido con la difusión de los mamanivideos13. Keiko y Kenji nunca han tenido una buena relación y probablemente nunca la tengan debido a Alberto Fujimori: ella ve a su padre como una estrategia política y él como una víctima que no cometió ninguno de los delitos por los que acabó en Barbadillo. No había pasado mucho desde que Kenji se había recuperado del coronavirus; aun así, con la intención de sumarse a la campaña de su hermana, asistió al mitin en Santa Mónica junto con su esposa vistiendo la camiseta de la selección peruana. Una vez en el estrado, se dirigió a Castillo y le dijo que su hermana no estaba sola, que sus actitudes cobardes y misóginas no podían tolerarse y que, a diferencia de Perú Libre, el fujimorismo no quería sembrar un clima de hostilidad. Cuando habló de su enfermedad, Kenji se quebró y su hermana corrió a abrazarlo. El sonidista del evento subió el volumen de la canción de la campaña al máximo para festejar el reencuentro. La portátil aplaudió y empezó a gritar los nombres de los hermanos por haber dejado sus diferencias a un lado para reconciliarse y salvar al Perú. Desafortunadamente para ellos, el espectáculo no fue muy convincente para la opinión pública. Una semana después, la encuestadora Datum Internacional publicó un estudio que revelaba que el 70 % entendió que todo se trató de una estrategia de campaña. Solo el 18 % creyó que el abrazo fue sincero.

			Por aquellos días las calles se llenaron de paneles publicitarios con mensajes siniestros que aunque no mencionaban a Pedro Castillo o a Perú Libre para evitar problemas con las autoridades electorales, utilizaban los términos con los que sus opositores se referían a ellos para vincularlos con el terrorismo, el comunismo, las dictaduras de Venezuela y Cuba, el hambre y la pobreza. El objetivo fue asustar a la población con perderlo todo. «Protege tu trabajo y libertad, no al comunismo». «Piensa en tu futuro, no al comunismo». «¿Sabes que el voto en blanco le suma al comunismo?». «El socialismo nos lleva al comunismo». «El comunismo genera miseria y pobreza». «Con comunismo no hay turismo». «Ganar más por mi esfuerzo es ser libre». «No soy naranja ni rojo, soy camiseta. Votemos por el Perú» «Todos unidos para salvar al Perú». «S/ 10 sueldo mínimo en Venezuela. Yo voto por mi familia». «Defendamos la inversión y el empleo. Tú decides». «Lo conseguimos con esfuerzo. No dejemos que nos quiten lo que tanto nos costó». «Mi voto será para Keiko porque no quiero comunismo, miseria ni pobreza para mis hijos».

			En Lima, la empresa Punto Visual —contratada por Fuerza Popular en la campaña electoral de 2016 por un total de 142 747 soles— se encargó de la difusión de estos mensajes, según ellos, por iniciativa propia. En regiones como Cusco, Cajamarca, Piura y Arequipa lo hicieron el Grupo PPZ EIRL —en declaraciones a La República, José Chávez Miranda, el gerente general, dijo que colocó los paneles por «temor a un eventual Gobierno de Pedro Castillo»—; MKT Import SAC —en declaraciones a Ojo Público, Erick Manuel Vigo, el gerente general, dijo que un grupo de personas, a las que no quiso identificar, alquiló uno de sus paneles por un mes y que el precio oscilaba entre los mil y tres mil soles—; y Publicidad & Comunicaciones SAC y Publileds SAC —en declaraciones a Ojo Público, Arturo Pereyra Pacheco, socio fundador y gerente afiliado al Partido Popular Cristiano, dijo que no entregaría la información de los financistas por teléfono, pero que podían recogerla si se acercaban en persona—14. Se suponía que, al estar prohibidos los financiamientos anónimos, la ONPE iniciaría una investigación y sancionaría, si correspondía, a los posibles infractores de la Ley de Financiamiento Político. La ONPE solicitó información de los paneles, pero no se supo más del asunto.

			El domingo 23 de mayo, a dos semanas de la segunda vuelta, dos encuestadoras publicaron resultados distintos que apuntaban hacia una misma conclusión: Fujimori había crecido y mucho, pero no lo suficiente ni en el tiempo adecuado. Según el estudio del IEP publicado en La República, el 44,8 % iba a votar por Castillo y el 34,4 % por Fujimori. Los votos en blanco y nulos habían disminuido hasta el 12,8 %. Asimismo, el 47 % de los que apostaban por Perú Libre lo hacían porque consideraban que ofrecían el cambio que el país necesitaba y el 55 % que apoyaba a Fuerza Popular lo hacía para detener a la izquierda y al comunismo. Para sus respectivos votantes, Castillo representaba un cambio hacia lo desconocido y Fujimori la comodidad de la invariabilidad. De acuerdo a un simulacro de votación realizado por Ipsos y publicado por Cuarto Poder, el 52,6 % de votos válidos eran para Castillo y el 47,4 % para Fujimori. El 68 % consideraba que la candidata de Fuerza Popular había demostrado mayor conocimiento en sus entrevistas y el 47 % que las propuestas fujimoristas superaban en todo aspecto a las perulibristas. Por otro lado, el 33 % pensaba que Castillo había convocado mejores especialistas y el 38 % lo apoyaba por tener mejores propuestas. Llamaba la atención que, a pesar de no tener los mejores resultados técnicos en los estudios de intención de voto, Castillo convencía a más personas de votar por Perú Libre. O, tal vez, era la sola presencia de Keiko lo que lo hacía.

			Esa misma noche, se llevó a cabo el debate de los equipos técnicos organizado por el JNE. Después de varias excusas, Castillo había presentado al grupo de especialistas que se suponía que lo acompañarían en su Gobierno. Algunos lo hicieron, otros no. En tres horas, los representantes de ambos partidos debatieron sobre seis temas: Patricia Juárez (FP) y Dina Boluarte (PL) presentaron sus respectivas propuestas sobre reforma del Estado; Luis Carranza (FP) y Juan Pari (PL) lo hicieron con la recuperación económica; José Recoba (FP) y Hernando Cevallos (PL) debatieron sobre temas de salud y el manejo de la pandemia; Carlos Bruce (FP) y Andrés Alencastre (PL) participaron en el bloque de infraestructura, desarrollo regional y descentralización; Fernando Rospigliosi (FP) y Avelino Guillén (PL) se enfrentaron en el bloque de seguridad ciudadana y orden interno; y, finalmente, Hernando Guerra García (FP) y Celeste Rosas (PL) debatieron sobre medioambiente y desarrollo sostenible. Contra todo pronóstico, el resultado no fue una victoria indiscutida de Fuerza Popular. Hubo momentos en los que superaron en aspectos técnicos a Perú Libre, pero del otro lado hicieron lo mismo. Carranza puso en aprietos a Pari y Cevallos hizo lo mismo con Recoba.

			Mientras el debate se desarrollaba, dieciséis personas eran brutalmente asesinadas en el centro poblado San Miguel del Ene, distrito de Vizcatán, en el Valle de los ríos Apurímac, Ene y Mantaro (VRAEM). Tres de las víctimas eran menores de edad y dos habían cumplido los dieciocho años no hacía mucho. Todos eran comerciantes y trabajadores que, como acostumbraban hacer, habían ido a pasar el rato a las cantinas de la zona conocida como La Playa, muy cerca al río Shimpishariato. Al día siguiente, cuando sintieron que ya no había peligro, los vecinos se acercaron a la escena del crimen y encontraron los cuerpos que, en algunos casos, habían sido calcinados. Según el acta policial, elaborada en la comisaría de Natividad a las 9:30 a. m. del lunes 24 de mayo, el juez de paz, Leonidas Casas, y el entonces alcalde de Vizcatán, Alejandro Atao, recibieron al presidente del comité de autodefensa, escucharon su versión de lo que había sucedido y fueron al lugar de los hechos para verificarlo. Al llegar, encontraron cuerpos, casquillos de armas de guerra y panfletos firmados por el comité central del Militarizado Partido Comunista del Perú (MPCP), liderado por Víctor Quispe Palomino. Los hermanos Víctor y Jorge Quispe Palomino, conocidos como los camaradas «José» y «Raúl», respectivamente, fueron narcoterroristas que controlaron por mucho tiempo a grupos armados que operaban y siguen operando en el VRAEM. En los años ochenta formaron parte de Sendero Luminoso bajo el mando de Abimael Guzmán; sin embargo, poco antes de su captura, optaron por el negocio del narcotráfico. Jorge Quispe Palomino murió en enero de 2021 producto de las heridas recibidas en un operativo de octubre de 2020. «Los Quispe Palomino no son senderistas, son una banda armada que sirven de guachimanes de aparato armado del narcotráfico»15, explicó en su momento a BBC Mundo el excomisionado de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, Carlos Tapia.

			Dos horas después de la emisión del acta policial, Fernando Rospigliosi, integrante del equipo técnico de Fuerza Popular, lo difundió en sus redes sociales con el siguiente mensaje: «Sendero Luminoso asesinó a 18 hombres, mujeres y niños». Un minuto después, difundió un panfleto, distinto al fotografiado en la zona, titulado «¡Limpiar al Vraem y el Perú de antros, de elementos de mal vivir, de parásitos y corruptos!», que llamaba traidores y asesinos del VRAEM a quienes votaran por Keiko Fujimori en la segunda vuelta. Pedro Cateriano —expremier del Gobierno de Ollanta Humala que participó activamente en la campaña a favor de Keiko Fujimori desde el primer día de la segunda vuelta— publicó fotografías explícitas de las víctimas de Vizcatán con un mensaje que buscaba involucrar a Pedro Castillo y a Vladimir Cerrón: «Demencial ataque terrorista en el Vraem que debemos condenar con firmeza. ¿La dupla Castillo-Cerrón está preparada para enfrentar al terrorismo y defender el orden democrático y constitucional?».

			Rospigliosi y Cateriano no fueron los únicos que intentaron instrumentalizar la masacre para beneficiar a Fuerza Popular, pero fueron los primeros en difundir información privilegiada por la que nunca rindieron cuentas. Hasta el día de hoy no existen pruebas de la participación de Sendero Luminoso, Pedro Castillo o Perú Libre en la masacre. En diciembre de 2021, el entonces ministro del Interior, Avelino Guillén, presentó el operativo «Cristal 2021» que acabó con la captura de Cristian Samaniego Herrera, presunto terrorista que habría participado en la masacre de Vizcatán. Sin embargo, debido a la falta de pruebas, fue excluido del caso. Algo similar ocurrió con Jhonatan Sicha Quispe, quien se entregó al Frente Policial VRAEM, pero fue excluido del caso por falta de evidencias. Samaniego terminó en prisión preventiva por el delito de presunta afiliación terrorista y Sicha fue investigado por lo mismo en libertad con restricciones16. Tanto Castillo como Fujimori condenaron la violencia en Vizcatán y se convocó a una marcha en contra del terrorismo que terminó convirtiéndose en un mitin de Fuerza Popular.

			El 29 de mayo, llegando al final de la campaña, Leopoldo López —político venezolano y opositor a la dictadura de Nicolás Maduro— denunció que la Cancillería peruana había vulnerado sus derechos impidiendo su ingreso al país: «Venía a conversar sobre la experiencia del autoritarismo en Venezuela». Por disposición del Gobierno peruano, cualquier ciudadano venezolano está obligado a tramitar una visa para ingresar al Perú. López no lo había hecho y aseguró desconocer la medida; aun así, contrario a su versión, la Cancillería lo asistió para tramitar un pase especial. Keiko Fujimori fue la primera en saludar su ingreso y el de su esposa, Lilian Tintori: «Bienvenidos [...]. Gracias por venir a dar testimonio de su dolorosa experiencia. Esperemos que la neutralidad que le corresponde al gobierno se mantenga hasta que su mandato concluya». A los políticos extranjeros que no apoyaban a Fuerza Popular, Fujimori les decía que no se metieran en temas internos17. En febrero de 2022, el semanario Hildebrandt en sus trece reveló el verdadero motivo de la visita de Leopoldo López y su esposa. La Fundación Friedrich Naumann (FNF) había financiado su visita al Perú para participar en Amenazas a las democracias, un foro en el que contó las peripecias por las que había pasado en Venezuela y la importancia de votar por Keiko Fujimori para que los peruanos no pasaran por lo mismo. «Tenemos que evitar que cualquier otro país transite el camino que ha hecho Venezuela». Además, el semanario reveló que la FNF financió Piensa.pe, un portal web que despotricaba contra cualquier candidato o iniciativa que proviniera de la izquierda. En la primera vuelta lo hizo con Verónika Mendoza y en la segunda contra Pedro Castillo. El representante de la FNF es Jörg Dehnert y su esposa Bertha Carrillo, integrante del equipo técnico de Fuerza Popular y directora de alianzas institucionales de la Asociación de Contribuyentes del Perú, dueña de Piensa.pe.

			A seis días de la segunda vuelta, en un último esfuerzo por convencer al electorado, Keiko Fujimori viajó a Arequipa junto con Pedro Cateriano, Álvaro Vargas Llosa —su padre, Mario Vargas Llosa, pidió votar por Keiko en distintos momentos de la segunda vuelta—, Leopoldo López y su esposa, Carlos Neuhaus —ex director ejecutivo del proyecto especial de los Juegos Panamericanos Lima 2019—, Daniel Córdova —jefe del plan de gobierno de Alianza para el Progreso—, Raúl Diez Canseco —dirigente de Acción Popular—, Máximo San Román —exvicepresidente de Alberto Fujimori— y distintos integrantes de la cúpula fujimorista. El motivo del encuentro, que se llevó a cabo en la lujosa casona colonial La Mansión del Fundador, fue la firma del «Juramento por el Perú», un documento —similar al «Compromiso de honor con el Perú» de la campaña de 201618— en el que se comprometió a preservar la democracia para que la gente pueda manifestarse libremente; respetar la libertad de expresión; fortalecer las instituciones; luchar contra la corrupción; promover un Gobierno que convoque a peruanos indistintamente de sus posturas políticas; hacer realidad un reencuentro ciudadano; y construir un cambio para que el pueblo tenga una vida digna con igualdad de oportunidades. En esta presentación, una de las últimas de la campaña, Keiko volvió a pedir perdón por sus errores y reconoció que ni ella ni su partido «estuvieron a la altura de las circunstancias». Cuando hablaba de errores se refería a las interpelaciones y censuras con las que su bancada petardeó el Gobierno de Kuczynski y generó un nivel tan alto de obstruccionismo que ocasionó la disolución del Congreso. En otra ceremonia, antes de firmar la «Proclama Ciudadana»19, Fujimori le pidió disculpas públicas al exministro de Educación, Jaime Saavedra, por censurarlo injustificadamente y se comprometió, junto con Pedro Castillo, a fortalecer a la Superintendencia Nacional de Educación Superior Universitaria (Sunedu), promesa que ninguno cumplió.

			A más de cuatro mil metros sobre el nivel del mar, en el cerro Huaynarroque, en la ciudad de Juliaca, en Puno, Pedro Castillo lideró uno de los últimos y más grandes mítines de su campaña. Las imágenes difundidas en redes sociales mostraban a miles de personas subiendo por el cerro hasta toparse con una inmensa multitud que rodeaba el escenario perulibrista. El mitin, como siempre, fue prácticamente inexistente para la mayoría de medios de comunicación. Al final del evento, Castillo habló con los pocos reporteros que lo cubrieron y volvió a meterse en problemas. A estas alturas lo sorprendente era que no lo hiciera. Un periodista le preguntó si era consciente de que los reportes de violencia contra la mujer en Puno eran altísimos y le remarcó que ninguno, ni él ni Fujimori, había desarrollado el tema del enfoque de género en el último debate organizado por el JNE. Castillo respondió:

			Porque el maltrato, porque el feminicidio, es producto de la ociosidad que genera el mismo Estado. La desocupación, la delincuencia. Si generamos desarrollo, atraemos a la juventud, la sacamos de la ciudad impulsando el desarrollo. La mujer se tiene que impulsar, pero que ya no estén en la oficina: hay que darles grandes proyectos, que salgan a la ciudad, que vayan a las regiones. ¿El Ministerio de la Mujer por qué no está en estos espacios?

			Tras las críticas, Castillo quiso corregirse, pero empeoró su situación: «Me reafirmo: nunca más un Estado ocioso que no promueve ni protege a las mujeres, y muchas veces termina escudando a feminicidas, violadores y corruptos […]. Lamentable, pero es el Estado que tenemos y nos representa. Urge cambiar la Constitución». En su hoja de vida, Castillo declaró ser magíster en Psicología Educativa por la Universidad César Vallejo. Su tesis, elaborada en 2012 junto con su esposa, Lilia Paredes, se tituló La equidad de género y los aprendizajes significativos del área de personal social en los estudiantes del IV ciclo de la institución educativa N.° 10465 Puña-Tacabamba-Chota. Para haber realizado estudios especializados sobre el tema, Castillo parecía no saber mucho. Los medios empezaron a buscar la tesis para revisarla.

			La segunda vuelta llegó. Los medios estuvieron impedidos de difundir encuestas o simulacros de votación, pero todos arrojaron los mismos resultados: empate técnico. Décimas de diferencia. La misma situación de Fuerza Popular y Peruanos Por el Kambio en 2016. Keiko Fujimori fue a votar al colegio Los Precursores, en el distrito limeño de Santiago de Surco. Pedro Castillo, junto con su esposa, hizo lo mismo en el colegio Salomón Diaz, en el distrito de Tacabamba, provincia de Chota, región Cajamarca. «Recibiré el flash y los resultados en Tacabamba [...]. Acabo de tomar contacto con mi familia y comunidad y me preocupa la salud de mis padres», dijo a los medios que lo acompañaron. Por su parte, Fujimori declaró que se había enterado de incidencias en algunos locales de votación. «Las autoridades electorales deben tomar cartas en el asunto», dijo con firmeza.

			Como en cualquier proceso electoral, hubo incidentes que aunque generaron suspicacias, fueron subsanados al instante. Ana Castañeda, personera de Perú Libre, fue intervenida en el colegio San José Primario, en Chiclayo. De acuerdo con la Policía, firmó 256 cédulas de sufragio en la parte trasera, donde mandaba el reglamento; no obstante, colocó las iniciales «PL», de Perú Libre, donde no correspondía. Fue la ciudadana Graciela Saavedra quien informó sobre el suceso al coordinador distrital de la ONPE, Jesús Muñoz, en presencia de la fiscal adjunta provincial de Chiclayo, Mónica Villanueva. «Inmediatamente, nuestro personal solicitó apoyo de la Fiscalía y Policía y fue detenida. Se utilizaron las cédulas de reserva que tenemos para situaciones como la descrita, lo cual contribuyó a no paralizar el proceso de sufragio en la mesa N° 030912», fue la respuesta oficial de la ONPE. Emerson Vargas, personero de Perú Libre, fue intervenido en el colegio Caudivilla, en el distrito limeño de Carabayllo. Según la Policía, firmó 67 cédulas donde le correspondía, pero marcó las iniciales de su partido en el lado derecho de la parte frontal, cerca al logotipo de Fuerza Popular. En un video difundido en redes se observó a un policía increpándole por lo ocurrido. Pedro Castillo difundió un comunicado, firmado por Ana María Córdova —personera legal nacional de Perú Libre— aclarando que el personero no había marcado las cédulas para falsificar votos a favor de Perú Libre, sino que había cometido un error. La respuesta de la ONPE fue la misma: todo solucionado. Jennifer Rodríguez, personera de Fuerza Popular, fue detenida en el colegio Rigoberto Meza Chunga, en Tumbes. Según la Policía, marcó tres cédulas para favorecer a Fuerza Popular, pero fue descubierta y llevada a la comisaría El Tablazo, donde el fiscal Pedro Ruiz inició una investigación por lo ocurrido. En este caso, la ONPE descartó las cédulas manipuladas y utilizó las de reserva.

			A las siete de la noche, América Televisión difundió los resultados del boca de urna de Ipsos. Keiko Fujimori obtuvo el 50,3 % y Pedro Castillo el 49,7 %. Fuerza Popular difundió un video que mostraba a su candidata, acompañada de familiares y militantes en el local de campaña de La Molina, festejando con vítores, aplausos, abrazos y saltos. Hasta entonces, la tercera parecía ser la vencida. Castillo difundió un comunicado de su partido, dirigido a la ONPE, asegurando que los resultados de Ipsos les habían parecido engañosos. La prueba del engaño, según ellos, era que la encuestadora les había dado 2,5 % menos de lo que realmente obtuvieron en la primera vuelta. Además, exigieron el escaneo y la publicación de cada una de las actas para que fueran revisadas por su personería y solicitaron la presencia del fiscal de Prevención del Ministerio Público. No denunciaron un fraude, pero estuvieron a un paso de hacerlo. Horas después, Ipsos difundió los resultados del conteo rápido al 100 %, elaborados para América Televisión y El Comercio. La figura había cambiado, aunque no por mucho: Perú Libre tenía el 50,2 % y Fuerza Popular el 49,9 %. Las reacciones se invirtieron. Perú Libre festejó en sus locales de campaña y Keiko Fujimori dio una conferencia de prensa para señalar que el conteo rápido era un indicador importantísimo, pero que había que esperar a los resultados oficiales. Cerca de la medianoche, la ONPE anunció: al 42,030 % de actas contabilizadas, Keiko Fujimori tenía el 52,905 % de votos y Castillo el 47,095 %. Fujimori estaba en el primer lugar, pero con el paso de las horas, la diferencia de más de cinco puntos porcentuales se desvaneció y Pedro Castillo ocupó su lugar. A las siete de la noche del día siguiente, cuando Perú Libre seguía superando a Fuerza Popular, Keiko Fujimori, acompañada de Luis Galarreta y Patricia Juárez, su plancha presidencial, convocó a una conferencia de prensa para denunciar un fraude.

			El fraude del fraude

			(junio de 2021 - julio de 2021)

			El 10 de junio de 2016, poco después de su segunda derrota como candidata presidencial de Fuerza Popular, Keiko Fujimori lideró una última conferencia de prensa junto a su bancada de 73 congresistas, su plancha presidencial y su familia, para pronunciarse sobre los resultados de la ONPE. Admitió que perdió, pero denunció haber sido víctima de una conspiración:

			No puedo dejar de mencionar que, en la segunda vuelta, se sumaron a nuestro opositor el poder político de este Gobierno que se va, el poder económico y el poder mediático. El país ha sido testigo de una campaña que promovió el enfrentamiento entre peruanos, que buscó y que logró despertar odios y fanatismos; sentimientos que resienten la democracia.

			No volvió a hablar del tema en público, pero, a la interna, dijo estar totalmente convencida de que Pedro Pablo Kuczynski le había robado las elecciones con ayuda de Ollanta Humala y el Jurado Nacional de Elecciones. Este fue el principal motivo, si no el único, por el que inició una campaña de demolición contra el Gobierno que no se detuvo hasta la caída de Kuczynski y, luego, intentó hacer lo mismo con Martín Vizcarra.

			En la conferencia de prensa del 7 de junio de 2021, cinco años después, Keiko Fujimori denunció «indicios de fraude en mesa» y una estrategia de Perú Libre que buscó distorsionar o dilatar los resultados electorales. A diferencia de 2016, esta vez dijeron tener pruebas que lo demostraban. Luis Galarreta mostró el video de una jornada de capacitación de personeros perulibristas, en San Juan de Lurigancho, en la que el capacitador les decía que tenían que ir muy temprano a votar, a las seis de la mañana si era posible, para ser los primeros en llegar y reemplazar a los miembros de mesa ausentes. Según el capacitador, la idea era que se ofrezcan como voluntarios para garantizar que los votos sean para Perú Libre. «Estamos hablando de un modus operandi en la mesa, no estamos acusando de nada a nuestras autoridades electorales», dijo un cauteloso Galarreta.

			En esta primera etapa, el fujimorismo y sus aliados se cuidaron de acusar a las autoridades electorales y resaltaron que los responsables, para ellos, eran los perulibristas y sus supuestos cómplices. Además del video, mostraron tuits de incidencias que ocurrieron en distintos locales de votación en Lambayeque y Lima. Finalmente, mostraron una de sus pruebas más fehacientes: el acta de una mesa de Huarango, en Cajamarca. Lo sospechoso, según ellos, era que las 187 personas que votaron lo hicieron por Perú Libre y nadie votó por Keiko. «Eso es estadísticamente imposible», aseguró Galarreta.

			Las pruebas no eran tan contundentes como pensaban y no tardaron en ser desbaratadas. El capacitador perulibrista, efectivamente, indicó a los personeros que llegaran temprano para reemplazar a los miembros de mesa que faltaran, pero, según la ONPE, más del 99 % de mesas en todo el país se instalaron sin problemas. El acta de la mesa del estadio de Huarango era auténtica; sin embargo, que en una localidad que apoyaba masivamente a un candidato haya habido una mesa que solo reportó votos a su favor no demostraba ningún fraude. En 2016, en el colegio Miguel Constantinides Rosado, en el distrito de San Cristóbal, provincia de Mariscal Nieto, en Huánuco —lugar de nacimiento del entonces candidato a la primera vicepresidencia, Martín Vizcarra—, una mesa registró 127 votos para Kuczynski y ninguno para Keiko.20 Del otro lado, además, sucedió lo mismo: en la segunda vuelta de 2021, en dos mesas en Miami, Estados Unidos, se reportaron más de doscientos votos para Fuerza Popular y ninguno para Perú Libre.21

			Fuerza Popular denunció que Perú Libre había impugnado miles de actas en Lima que los favorecían con la intención de desaparecerlas. Según sus cálculos, les querían robar entre doscientos y trescientos mil votos que podían marcar la diferencia. «El lápiz, pendejo, sabía que impugnando en la bastión [sic] de Keiko, que es Lima, le podían “mochar” puntos. Entonces, ahí están Fuerza Popular y el lápiz “trompeándose” legalmente», se escuchó decir a Kenji Fujimori en un audio oportunamente filtrado en redes sociales. En Willax Televisión —medio que respaldó la candidatura de Rafael López Aliaga en la primera vuelta y la de Keiko Fujimori en la segunda—, aseguraron que Perú Libre había impugnado 1286 actas y pagado 418 soles por cada una, lo que, según ellos, daba un total de 537 000 soles de origen desconocido. Con el tiempo, se supo lo que realmente había pasado. Al 94,87 % de actas contabilizadas, solo 461 tenían votos individuales impugnados que podían contabilizarse a favor de una de las dos candidaturas o declararse nulas. Si esto último ocurría, el resto del acta se mantenía intacta. No había trescientos mil votos en juego. «Además, la impugnación de votos ante el Jurado Electoral Especial no tiene costo, solo la apelación de la resolución ante el Jurado Nacional de Elecciones. ¡No difundas noticias falsas!», publicó la ONPE en sus redes oficiales.

			En Willax Televisión también se difundió la noticia de que la hermana de Pedro Castillo, María Amelia Castillo Terrones, había sido miembro de mesa pese a que la ley electoral lo prohibía. Simpatizantes perulibristas arguyeron una supuesta homonimia; sin embargo, sí era su hermana y fue elegida como miembro de mesa por sorteo. La falta se cometió, pero en ninguna de las mesas de Chota se reportaron incidentes y las firmas de los personeros fujimoristas eran prueba de ello. Al final de la primera conferencia de prensa, Fujimori le pidió a la ciudadanía que denuncie cualquier irregularidad vista con el hashtag #FraudeEnMesa. A las pocas horas, en redes sociales, se difundieron imágenes de docenas de practicantes y abogados de estudios prestigiosos revisando, una por una, las actas publicadas por la ONPE. Muchos no entendían qué buscaban y para qué lo hacían si los votos ya habían sido contabilizados.

			Las dudas se disiparon a las pocas horas. El 9 de junio, en una nueva conferencia de prensa, acompañada por el excongresista fujimorista Miguel Torres y el abogado Julio César Castiglioni, del Estudio de abogados Castiglioni Ghiglino, Keiko Fujimori anunció que presentarían acciones de nulidad contra 802 mesas a nivel nacional, lo que representaba, de acuerdo a sus propios cálculos, unos doscientos mil votos. Según Torres, gracias a la convocatoria #FraudeEnMesa, miles de personas denunciaron irregularidades que, a su juicio, demostraban que Perú Libre había vulnerado el sistema electoral para hacer trampa. Para empezar, en quinientas actas, que representaban unos 125 000 votos, según ellos, se detectó que las firmas de los miembros de mesa no coincidían con sus propias firmas registradas en Reniec. Para colocar un par de ejemplos, exhibieron, a nivel nacional, los datos privados de ciudadanos inocentes que participaron en el proceso electoral y calificaron sus firmas como sospechosas. Había dos posibilidades: o las personas señaladas eran cómplices del supuesto fraude y habían permitido que alguien las suplantara y manipulara los resultados, o las personas señaladas habían sido reemplazadas sin saberlo. Ninguna tenía sentido, pero fue el argumento más importante que utilizaron por semanas. La segunda prueba que, para ellos, demostraba que el fraude había sucedido era que, en 132 actas a nivel nacional, no se habían reportado votos a favor de Fuerza Popular. Además, según los cálculos de Torres, si se contaban las actas con hasta tres votos para Keiko Fujimori, el total llegaba a 325 y eso era matemáticamente imposible. Finalmente, como pruebas adicionales, señalaron que, en 65 actas a nivel nacional, los miembros de mesa habían sido familiares porque compartían el mismo apellido, y en el resto se sumaron mal los votos o se completaron datos erróneamente.

			Según Castiglioni, Fuerza Popular no buscaba anular el proceso electoral o cuestionar la labor de la ONPE. Hasta entonces, tres días después de las elecciones, el fujimorismo seguía tomando distancia de las autoridades electorales. El objetivo, según el abogado, era denunciar que se había cometido un fraude en las mesas señaladas y hacer respetar el voto de la ciudadanía. Solo entonces quedó claro lo que realmente querían. Según la Ley Orgánica de Elecciones, para declarar la nulidad de la votación de una mesa los miembros tendrían que haber amenazado o agredido a los electores con la intención de direccionar sus votos; tendrían que haber admitido los votos de personas que no figuraban en la lista o rechazado los suficientes como para distorsionar el resultado; o tendrían que haber mediado un fraude, cohecho o soborno para inclinar la votación.22 En sencillo: para que los votos de una mesa desaparezcan se tiene que comprobar que hubo un fraude. Las denuncias fujimoristas no buscaban reiniciar el proceso electoral o perjudicar a las autoridades electorales: buscaban anular las votaciones de las mesas en las que Pedro Castillo había ganado, aunque implicara anular una pequeña cantidad de votos a favor de Keiko Fujimori.

			En un solo día, Fuerza Popular presentó diversas solicitudes de nulidad en los Jurados Electorales Especiales de Huancavelica, Arequipa, Cajamarca, Cusco, Áncash, Moquegua, San Martín, Pasco y Tacna, regiones en las que Perú Libre superó por mucho a Fuerza Popular. La mayoría de ciudadanos sindicados por el fujimorismo como potenciales cómplices de un fraude vivían en zonas rurales muy pobres y se dedicaban al campo. El mensaje que recibieron fue que sus votos no valían lo mismo que el resto y debían ser anulados por irregularidades que no cometieron. Los compromisos democráticos firmados días atrás quedaron en el olvido.

			En total, Fuerza Popular elaboró 945 pedidos de nulidad. La principal imputación fue que los miembros de mesa de cerca de veinte regiones en las que Perú Libre había superado a Fuerza Popular falsificaron sus firmas y las pruebas eran las rúbricas registradas en Reniec. En otros casos, los acusaron de no firmar documentos o de realizar mal el conteo de los votos. En declaraciones para Ojo Público, los ciudadanos acusados por el fujimorismo aseguraron y demostraron que no falsificaron sus firmas.23 Elita Sira Cabrera Delgado, secretaria de la mesa N° 012037, en Chota, Cajamarca, mostró la credencial y el certificado que le entregó la ONPE: «Sí, firmé todas las actas. No se presentaron incidentes y solo hubo un personero de Perú Libre». En esta mesa, Perú Libre obtuvo 154 votos y Fuerza Popular ocho. Milagros Takayama, excongresista fujimorista y personera legal en las elecciones de 2021, denunció que las firmas de Demyenly Gueymi Abendaño Coral y Araceli Maura Churano Montoro, presidente y tercer miembro de la mesa N° 001313, respectivamente, en Pariacoto, Áncash, diferían de las registradas en Reniec. «Yo sí he asistido, me han dado mi certificado también. Yo tengo pruebas de que he asistido, de eso no hay duda. Ahí está mi huella digital que he puesto [en las actas] [...]. La verdad es que no siempre vamos a firmar igual que en el DNI. He tenido que firmar muchas actas y tampoco va a ser igual, esa es mi firma», declaró Abendaño Coral. En esta mesa, Perú Libre obtuvo 107 votos y Fuerza Popular 91 votos. Héctor Manzueto Sifuentes Cántaro, secretario de la mesa N° 001312, en Pariacoto, Áncash, explicó que las actas fueron llenadas por el tercer miembro que tenía mejor letra, pero cada uno firmó donde le correspondía: «Todo estaba conforme. Ellos [personeros de Fuerza Popular] han estado presentes desde el principio hasta el final». En esta mesa, Perú Libre obtuvo 111 votos y Fuerza Popular 91 votos. Rosa Marisol Irigoin Vásquez, presidenta de la mesa Nº 011988, en Chota, Cajamarca, envió una imagen suya mostrando el certificado que le entregó la ONPE. Fuerza Popular la acusó de haber falsificado su firma porque no coincidía con la de su DNI y el número era equivocado. El acta de instalación de la mesa y la de sufragio llevaban el número correcto; fue en el acta de escrutinio donde se cometió un error y se colocó un 5 en lugar de un 6. En esta mesa, Perú Libre obtuvo 192 votos y Fuerza Popular 25 votos. Mirian Berrocal Cineros, presidenta de la mesa Nº 009107, en Huamanga, Ayacucho, fue denunciada por haber firmado distinto a lo registrado en su DNI. «Pueden comprobar que he estado presente, tengo mi certificado [de la ONPE], también el cargo al momento de salir del local de votación», declaró a Ojo Público. La secretaria de la mesa, Graciela Delia Ayala Hinostroza, y la tercer miembro, Erlinda Roxana Ayala Prado, fueron denunciadas por lo mismo. En esta mesa, Perú Libre obtuvo 181 votos y Fuerza Popular cuarenta votos. Rosa Irma Rodríguez Machacca, presidenta de la mesa N° 015636, en Canchis, Cusco, aseguró haber firmado toda la documentación correspondiente: «Yo personalmente he firmado, señor. Es mi firma. Allí está mi DNI, mi nombre, todo. Desde el principio hasta el último yo he estado [en el centro de votación]». En esta mesa, Perú Libre obtuvo 201 votos y Fuerza Popular nueve votos.

			Uno de los casos más llamativos fue el de la mesa N° 902799, ubicada en la provincia de Puno, distrito de Acora. El presidente, el secretario y el tercer miembro, Humberto Catacora Quispe, Luis Catacora Ramos y Bertin Catacora Catacora, respectivamente, fueron denunciados por haber conformado una misma mesa de sufragio siendo familiares. En declaraciones para La República, los tres hombres aseguraron no conocerse y dieron veincuatro horas al partido fujimorista para rectificarse. «Tienen que disculparse. En caso que no lo hagan, haremos la denuncia. Lo que la ley manda. No pueden difamar así por así», dijo Catacora Quispe.24 En sus respectivas fichas de Reniec, los tres hombres tienen padres y madres distintos, aunque, como es común en la zona, compartían el tradicional apellido Catacora. En esta mesa, Perú Libre obtuvo 197 votos y Fuerza Popular solo uno.

			Al 100 % de actas procesadas y al 99,561 % de actas contabilizadas, Pedro Castillo superaba por exactamente 60 398 votos a Keiko Fujmori. Esto hizo que el fujimorismo pise el acelerador. Entre el miércoles 9 y el jueves 10 de junio, ante los Jurados Electorales Especiales, Fuerza Popular y Perú Libre presentaron, respectivamente, 741 y treinta pedidos de nulidad de mesas de sufragio en el Perú y en el extranjero. Cuando todo parecía marchar bien, ocurrió un problema: los pedidos fueron rechazados porque el plazo legal para su presentación había vencido un día antes, el miércoles 9 de junio a las ocho de la noche. La personería entró en pánico. Nadie había leído la ley. En febrero de 2018, el JNE emitió una resolución25 que estipula que el plazo máximo para la presentación de pedidos de nulidad es de tres días calendario desde la fecha de la elección. No había nada qué interpretar. Otro problema: descartando las solicitudes que llegaron fuera de tiempo, Fuerza Popular había presentado 151 y Perú Libre, catorce. En los 165 pedidos había cerca de 39 000 votos en juego; sin embargo, para entonces, la distancia entre ambos candidatos era demasiado grande como para que fuera revertida.26

			Asimismo, las solicitudes habían empezado a caerse por la falta de pruebas y torpezas en los trámites. En una entrevista en Cuarto Poder, el asesor legal de Perú Libre, Aníbal Torres —decano de la facultad de Derecho y Ciencia Política de la Universidad Mayor de San Marcos (UNMSM) que conocía de muchos años a Castillo— aseguró que, para presentar una solicitud de nulidad, se tenía que pagar una tasa de mil cien soles por cada una y Fuerza Popular había presentado cerca de un centenar de pedidos adjuntando el mismo comprobante. En medio de la crisis, el Pleno del Jurado Nacional de Elecciones se pronunció: el plazo había vencido, pero, por unanimidad, acordaron extenderlo hasta el viernes 11 de junio a las ocho de la noche para que ambos partidos presentaran las solicitudes que necesitaran. La ciudadanía protestó y el rechazo fue tan masivo que, a las pocas horas, el presidente del JNE salió en un video anunciando que habían cambiado de opinión debido a la existencia de un precedente del Tribunal Constitucional que no habían tomado en cuenta.27 Lo cierto es que, si no fuera por la publicación de un informe de IDL-Reporteros que explicó lo que estaba en juego, muy pocos hubieran reaccionado. Nuevamente, todo parecía consumado. La actitud del partido fujimorista cambió. Las denuncias de un supuesto fraude cometido por Perú Libre, en complicidad con los miembros de mesa, se convirtieron en acusaciones directas contra las autoridades electorales que, según ellos, habían cometido una arbitrariedad para favorecer a Pedro Castillo.

			Se cumplió la primera semana de la primera conferencia de prensa de Fuerza Popular por el supuesto fraude. Keiko Fujimori, después de estar ausente por unos días, anunció que el expresidente del Tribunal Constitucional, Óscar Urviola, se había sumado a su imponente equipo legal para, según ella, defender los votos del fujimorismo. Lo cierto es que no se buscaba defender nada. Al contrario, el propósito era anular los votos rivales. Fujimori agregó que había recibido más denuncias de supuestas irregularidades en las mesas de sufragio, que su partido estaba haciendo uso legítimo de su derecho a la defensa y que estaba consternada por la voluntad que tuvo el JNE para extender un plazo que luego dejaría como estaba. En diversas entrevistas, Urviola explicó que Fuerza Popular —partido que, según él, no defendía— no demandaba la extensión de ningún plazo porque de hacerlo estaría yendo contra la ley. Lo que se pedía era justamente que esta respetara: que el plazo debía vencer a la medianoche del miércoles y no a las 8:00 p. m. como había sucedido. Esto era impreciso. Había una resolución que dejaba muy en claro cuáles eran los tiempos, pero este fue el principal argumento de la estrategia para extender el plazo. A simple vista, que un partido político solicite una extensión excepcional de cuatro horas parece inofensivo, pero Fuerza Popular solo necesitaba una hora para presentar las más de setecientas solicitudes que se le habían quemado en la puerta del horno.

			Y vaya que lo necesitaba con urgencia. Se había cumplido la primera semana de la campaña por el supuesto fraude y ninguna solicitud de nulidad había prosperado. Ni una sola. Además, todas las solicitudes que se presentaron a tiempo, que no eran muchas, se habían caído porque los ciudadanos acusados de cómplices presentaron la documentación que demostró su inocencia. En un solo día, dieciséis ciudadanos de Huancavelica difundieron sus DNI y sus certificados firmados por la ONPE confirmando que ya no estaban bajo sospecha. En realidad, nunca lo estuvieron. Lourdes Flores Nano —dirigente del PPC que se sumó a la campaña del supuesto fraude y apoyó a Keiko Fujimori— salió en diversas entrevistas asegurando que habían detectado más firmas y que un peritaje les había dado la razón. «Las firmas presentan características diferentes al puño gráfico de su titular», señalaba el documento. Hasta entonces parecía estar en lo correcto, pero había un problema: el peritaje carecía de valor porque no se había realizado con los documentos originales. En declaraciones para LP Derecho, el perito grafotécnico del Poder Judicial, César Halanoca, explicó que el peritaje no podía llegar a ninguna conclusión porque las firmas que había evaluado eran firmas digitalizadas y no de puño y letra. Por otro lado, en declaraciones para El Foco, Judith Danica Ccuno Aronaca, la ciudadana que, según Flores Nano, había sido suplantada, mostró la credencial que le entregó la ONPE y aseguró que los miembros de mesa que la acompañaron la conocían. Esta información fue contrastada y resultó ser verdadera.

			La ONPE publicó los resultados al 100 % de actas procesadas y contabilizadas: Pedro Castillo obtuvo el 50,125 % y Keiko Fujimori el 49,875 %. En 2016, ante Peruanos Por el Kambio, Fuerza Popular perdió por 42 597 votos.28 Esta vez lo hizo por 44 058 votos. No había nada más que hacer. En nueve días no se había encontrado ninguna prueba del supuesto fraude en mesa. Fujimori y Castillo empezaron a vivir realidades paralelas: mientras Perú Libre celebraba el 100 % de actas contabilizadas y el virtual presidente de la república empezaba a reunirse con autoridades locales y daba un balconazo repitiendo muchas de las cosas que había dicho en campaña, Fuerza Popular encabezaba una marcha, autodenominada «Marcha por la democracia», y un plantón frente al Jurado Nacional de Elecciones para exigir un supuesto respeto a su voto. Al final del plantón, que fue transmitido en vivo y en directo por la mayoría de medios de comunicación, Fujimori dio un nuevo mensaje. Dijo que, si bien se había llegado al 100 % del conteo de la ONPE, lo más importante era la evaluación de las actas y de los más de ochocientos pedidos de nulidad que estaban pendientes. «Sabemos que, cuando analicen las irregularidades, es probable que nos den la razón». No había ochocientos pedidos pendientes, solo 43. Los demás fueron presentados fuera de plazo o se cayeron por falta de pruebas o por errores de forma en los trámites.

			Pese a que el número de pedidos de nulidad era muy pequeño, Fuerza Popular dijo que era sumamente importante hacerle un estricto seguimiento. El trámite de los 43 pedidos iba a tomar semanas y los resultados seguirían favoreciendo a Perú Libre. La derrota era inminente. El propósito, más bien, parecía ser dilatar el proceso y generar una sensación de irregularidad y robo. En una audiencia pública del JNE, Gino Romero, abogado de Fuerza Popular, le pidió al pleno que se revise el padrón electoral de la ONPE para identificar cuántas personas debían votar en cada una de las mesas de sufragio en todo el país y compararlas, una por una, con las personas que lo habían hecho. El pedido, otra vez, no tenía sentido. El listado de las personas que habían votado en cada una de las mesas de sufragio era público. Todos los magistrados rechazaron la solicitud, excepto uno: Luis Arce Córdova, cuestionado por sus presuntos vínculos con «Los Cuellos Blancos del Puerto».29 «El padrón es en donde está la firma y la huella de aquellos que realmente fueron a la votación», explicó Árce Córdova, el único magistrado que insistió con la extensión del plazo para la presentación de solicitudes de nulidad cuando todo el pleno del JNE había reculado.

			El 16 de junio, el JNE emitió su decisión final: el plazo para la presentación de solicitudes de nulidad se quedaría como estaba. No habría ninguna extensión. Algunos JEE hicieron excepciones y admitieron los pedidos presentados fuera de plazo, pero no sirvió de nada ya que fueron rechazados por falta de pruebas. La historia de las actas había llegado oficialmente a su final, pero esto no detuvo a Fuerza Popular. Al día siguiente, en su cuarta conferencia de prensa, Keiko Fujimori, Miguel Torres, Luis Galarreta, Lourdes Flores Nano y el abogado Virgilio Hurtado anunciaron buenas noticias. Según Flores Nano, con su anuncio de la noche anterior, el JNE le había dado la razón a Fuerza Popular porque al haber esperado hasta entonces para confirmar que el plazo no se extendería, había confirmado que el plazo había estado extendido y los ochocientos pedidos pendientes tenían que ser admitidos. No pasó mucho para que el JNE la desmintiera públicamente.30

			Como ya no había nada que hacer por las actas, Fuerza Popular actualizó su lista de demandas: ya no querían tanto que el JNE extendiera algún plazo, ahora exigían que la ONPE publicara el padrón electoral para investigar a los votantes. El 19 de junio, en la tercera marcha que llamaron «Respeta mi voto», Keiko Fujimori, acompañada por Daniel Córdova, Loures Flores Nano y Miguel Torres, pidió una vez más que el JNE analizara las actas y que no pusiera excusas como que se incumplió con algún papel o una hora. También dijo que sabían que se habían manipulado las actas y que las pruebas eran unos videos que se habían filtrado en redes sociales. Miguel Torres agregó que si el JNE había rechazado sus solicitudes de nulidad era porque no quería escuchar o ver lo que sucedía; según él, se querían priorizar las formalidades más allá de la razón. Lourdes Flores Nano le envió un mensaje a Piero Corvetto, jefe de la ONPE: «No seas ladrón, entrega el padrón». En menos de dos semanas, Fuerza Popular pasó de no acusar de nada a las autoridades electorales a acusarlos de prácticamente todo.

			El 22 de junio, Fujimori en persona informó que su partido había presentado un recurso de hábeas data ante el Poder Judicial para que la ONPE les entregara todas las listas de electores, por mesa de sufragio, a nivel distrital, provincial, regional e internacional. En el documento señalaron que, debido al elevado número de actas que habían sido objeto de firmas falsas, suplantación de electores, observación sin fundamento y adulteración de resultados finales, era muy importante acceder al padrón. Ninguna de las acusaciones ha podido ser comprobada hasta el día de hoy. El JNE inició las audiencias públicas virtuales para revisar, en última instancia, los recursos de apelación de los pedidos de nulidad. En la primera audiencia, de casi siete horas, se revisaron diez expedientes de los JEE de Pasco (3), Huari (2), Huaraz (2) Chota (2) y Arequipa (1). Todos habían sido presentados por Fuerza Popular; los argumentos de sus abogados fueron confusos. Dijeron que su mayor prueba para denunciar un supuesto fraude era que las firmas de los miembros de mesa que figuraban en las actas electorales eran, de acuerdo a su propia investigación, falsificadas, y que tenían peritajes que demostraban que las firmas de los miembros de mesa no coincidían con las registradas en Reniec. Sin embargo, coincidieron en que era competencia del JNE determinar si las firmas habían sido falsificadas, aunque aseguraron que no era necesario citar a los acusados ya que con la comparación de las firmas era más que suficiente.

			En la audiencia, Flores Nano mostró el mismo video que Keiko Fujimori, Patricia Juárez y Luis Galarreta compartieron en su primera conferencia de prensa sobre incidencias en la elección y la misma documentación que comparaba las firmas de las actas y de Reniec que había mostrado en los medios de comunicación. Por otro lado, dejó muy en claro lo que querían: que Reniec comparara las firmas de su registro con las actas que, para ellos, habían sido manipuladas, y que la ONPE les entregara los datos privados de las personas que fueron a votar a las mesas cuestionadas —como sus huellas digitales y sus firmas— para que la OEA realizara una auditoría. Los abogados de Perú Libre cuestionaron los pedidos fujimoristas por el tiempo que tomaría completarlos y señalaron, al igual que los JEE, que las diferencias que pudieran observarse entre las firmas de las actas y de Reniec no demostraban ninguna suplantación de identidad.

			Finalizadas las exposiciones, el pleno del JNE procedió a votar. Los magistrados Jorge Luis Salas Arenas, Jovián Sanjinez Salazar y Jorge Rodríguez Vélez coincidieron en que la solicitud del padrón electoral implicaba entrar a una fase que escapaba de sus competencias; que lo único que determina que una firma ha sido falsificada es un peritaje con todas las de la ley; y que lo mejor era que la Fiscalía se encargara de la investigación. Por estas y otras razones, la mayoría declaró infundadas todas las apelaciones. El único magistrado que votó a favor del fujimorismo fue, nuevamente, Luis Arce Córdova. Horas después de la votación, este presentó una carta similar a una renuncia. La Ley Orgánica del JNE establece que un magistrado no pude renunciar en medio de un proceso electoral, por lo que presentó una «declinación irrevocable», un documento de tres páginas con el que protestó por lo sucedido en la audiencia, aseguró que no era casualidad que la Fiscal de la Nación, el presidente del JNE, el jefe de la ONPE, la presidenta del Poder Judicial y los siete miembros de la Junta Nacional de Justicia hubieran provocado la crisis política que el país atravesaba porque habían sido elegidos por Martín Vizcarra, y que el comportamiento de estas instituciones, sumado a «un sector de la prensa ONG con cierta tendencia política», le hacía entender que todo había sido orquestado y planificado desde hacía mucho. Una manera histriónica de patear el tablero. El JNE se pronunció: «Ante el documento de declinación irrevocable presentado esta noche por el señor Luis Arce Córdova, el JNE ha iniciado una evaluación legal del mismo que permita tomar medidas inmediatas, en salvaguarda de la democracia, y para evitar se afecte la culminación del proceso electoral. Proceso electoral sobre el cual NO existe prueba alguna de fraude atribuible a los organismos electorales. Es por ello que invocamos a la sociedad en general a respaldar los principios democráticos de nuestro país». Los cuestionamientos al JNE se duplicaron.

			En la noche del 24 de junio, para complicar aún más cosas, Fernando Olivera —excongresista, exministro de Relaciones Exteriores del Gobierno de Alejandro Toledo y líder de Frente de la Esperanza— dio una conferencia de prensa, rememorando la presentación de los vladivideos del año 2000, para mostrar los vladiaudios, una serie de grabaciones de conversaciones telefónicas que, según él, demostrarían que hubo un fraude electoral y que Vladimiro Montesinos, desde el Centro de Reclusión de Máxima Seguridad de la Base Naval del Callao (Cerec), coordinó con el JNE para favorecer la candidatura de Keiko Fujimori. En síntesis, los vladiaudios contaban una misma historia. El 10 de junio, cuando la campaña de Fuerza Popular por el supuesto fraude electoral llevaba unos cuantos días, Montesinos, burlando la máxima seguridad del penal, habló por teléfono por varios minutos con Pedro Gerardo Rejas Tataje, excomando Chavín de Huántar, fujimorista a ultranza y militante de Fuerza Popular desde 2009 hasta 2014. Después de conversar sobre la situación de Keiko Fujimori y sus pedidos de nulidad, Montesinos le indicó a Rejas que llamara a Guillermo Luis Sendón Guerra, un supuesto operador político cercano a partidos como el APRA, Democracia Directa y Todos por el Perú, y a tres de los cuatro magistrados del JNE. En palabras de Montesinos, era el hombre indicado para que «les ayude a meter un poco de gasolina», es decir, para sobornar a los magistrados del JNE a cambio de ampliar el plazo para la presentación de solicitudes de nulidad y aprobarlas. Rejas siguió al pie de la letra las indicaciones. Llamó por teléfono a Sendón y se reunieron en un lugar público. En el encuentro, grabado en video por Rejas y mostrado por Olivera en la conferencia de prensa, Sendón asegura que ha conversado con el magistrado Arce Córdova y que este le ha dicho que puede conseguir tres votos del Pleno del JNE, sin contar el de Salas Arenas, pero que se necesita «un palo» para cada uno, lo que podía interpretarse como un millón de soles o dólares. Sendón publicó un video asegurando, notoriamente nervioso, que todo lo que le dijo a Rejas era mentira.

			Los audios eran reales. Estaban incompletos o editados —Olivera aseguró que hubo algunos problemas al momento de grabarlos—, pero demostraban que Vladimiro Montesinos había tenido acceso a un teléfono y buscó corromper al JNE para beneficiar a Fuerza Popular. Al día siguiente, la Marina de Guerra publicó un comunicado explicando que el reglamento del Cerec permite que los internos se comuniquen «de manera excepcional» con sus familiares y abogados, pero que, para hacerlo, hay que pedir permiso con anticipación. Montesinos, según el comunicado, pidió permiso para llamar a su pareja tanto el 10 como el 23 de junio y, como el número estaba debidamente registrado, se lo permitieron; sin embargo, debido a la difusión de los vladiaudios, habían decidido iniciar una investigación para determinar responsabilidades en el Cerec y otra contra Montesinos. Algo no cuadraba. En una entrevista en RPP, Nuria Esparch, entonces ministra de Defensa, explicó paso a paso el procedimiento desde que un interno solicita una llamada telefónica hasta que esta concluye. Según Esparch, el interno envía su solicitud, entrega el número de teléfono de la persona con la que quiere hablar, un oficial de la Base Naval lo acompaña hasta los teléfonos, marca el número, confirma que la persona al otro lado de la línea es la indicada, entrega el auricular al interno y vigila la conversación hasta que concluye. Si Montesinos entregó el número de Pedro Rejas, la llamada no debió autorizarse. Si entregó el número de su pareja y esta le pasó el teléfono a Rejas, el oficial a cargo debió reportar que Montesinos estuvo hablando de cómo sobornar al JNE. Si no hubo ningún reporte fue porque nadie lo vigiló o porque tenía el visto bueno de la Marina de Guerra.

			El 26 de junio, dos días después de la difusión de los vladiaudios, el Ministerio de Defensa publicó un comunicado informando que se había separado al jefe del Servicio de Policía Naval, al jefe del Cerec y a los tres oficiales de guardia que debieron marcar los teléfonos y supervisar las llamadas, además de confirmar que seguían investigando. Ese mismo día, IDL-Reporteros reveló que la versión de la Marina de Guerra sobre las dos llamadas telefónicas de Montesinos del 10 y del 23 de junio no se ajustaba a la verdad.31 En total, entre el 2 y el 24 de junio, es decir, desde cuatro días antes de la segunda vuelta hasta el mismo día en que se difundieron los vladiaudios, Montesinos llamó diecisiete veces a Rejas desde el teléfono de la Base Naval.32 La prueba: el registro de llamadas del teléfono móvil de Rejas.33 El informe de Gustavo Gorriti, César Prado y Romina Mella dejó sin piso a la Marina de Guerra: «¿Cómo no se dieron cuenta de las 17 llamadas y 12 conversaciones en el CEREC, en la Base Naval de la institución con mayor desarrollo en inteligencia electrónica dentro de las Fuerzas Armadas? ¿Responsabilidad del INPE? Esta vez, no. Todos los testimonios indican que la Marina controla casi al 100 % el CEREC. Lo menos que puede decirse es que las llamadas de Montesinos fueron toleradas. ¿Solo toleradas? Basta escuchar a Montoya o a Cueto para entender que la ultraderecha castrense, la que añora a Massera, a Videla y sueña con Pinochet, ha logrado una posición dominante dentro de la Marina. ¿Logró también un asesor?». Hasta el día de hoy se desconocen los resultados de la investigación de la Marina de Guerra.
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